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La Estrategia Territorial para la Gestión Equitativa y Sostenible del Sector Hidrocarburos –ETH, 
es una iniciativa del Gobierno Nacional que surge en 2014, con el liderazgo de la Agencia 

Nacional de Hidrocarburos - ANH, y el acompañamiento de diferentes entidades del orden 
nacional que, con el ánimo de promover el desarrollo territorial en las regiones en las que se 
realizan actividades de exploración y explotación de hidrocarburos, unieron esfuerzos a través del 
fortalecimiento y la articulación de la institucionalidad pública, la sociedad civil y la industria, a 
partir de la implementación del diálogo, la solución alternativa de conflictos y la consolidación de 
escenarios participativos de planificación para el desarrollo humano.

A partir del 2017, la Superintendencia de Industria y Comercio - SIC, en su calidad de Autoridad 
Nacional de Protección de la Libre Competencia Económica en Colombia, se sumó a esta iniciativa 
con el propósito de aportar a la ETH su conocimiento técnico y su vocación de servicio a los con-
sumidores y a la clase empresarial del país en los diferentes sectores de la economía, atendiendo 
así una de las principales líneas de conflictividad en el sector de hidrocarburos, relacionada di-
rectamente con la libre competencia económica asociada a la contratación de bienes y servicios.

Durante los primeros meses de participación en la ETH, la SIC realizó diferentes acompañamien-
tos institucionales en los que se reunieron diversas compañías operadoras, contratistas, comuni-
dades, autoridades políticas, civiles y gremiales, proveedores locales de bienes y servicios de la 
industria del sector hidrocarburos en los departamentos de Boyacá, Meta, Putumayo, Santander, 
Cesar, Casanare, Sucre y Magdalena, a partir de los cuales se identificaron las siguientes cau-
sas estructurales de la conflictividad relacionadas con la contratación de bienes y servicios en 
las diferentes etapas de la cadena de producción hidrocarburífera: (i) desinformación sobre la 

  Agencia Nacional de Hidrocarburos. Disponible en: http://www.anh.gov.co/Seguridad-comunidades-y-me-
dio-ambiente/SitioETH-ANH29102015/que-es.html.
1
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normatividad aplicable al sector hidrocarburos; (ii) invisibili-
dad de las empresas locales; (iii) desconocimiento sobre los 
procesos de contratación de las operadoras y sus contratis-
tas; y (iv) ausencia de programas de fortalecimiento y fomen-
to al crecimiento de la pequeña y mediana empresa.

En su orden, sobre estas causas de conflictividad se pudo 
establecer que (i) existe un gran desconocimiento sobre 
el régimen general de protección de la libre competencia 
económica así como de las reglas jurídicas aplicables a la 
contratación de bienes y servicios en la industria, en parte, 
generado por una inadecuada analogía en relación con las 
normas que rigen materias como la contratación laboral, el 
otorgamiento de licencias ambientales, u otras normas que 
son usualmente reconocidas por los diferentes grupos de in-
terés en territorio; (ii) hay posibles deficiencias en los diferen-
tes procesos de identificación de los agentes del mercado 
que desde el punto de vista de la oferta, están presentes en 
el territorio para proveer sus bienes o servicios a los opera-
dores que realizan actividades de exploración y explotación 
de hidrocarburos; (iii) existen oportunidades de mejora que 
están directamente relacionadas con el fortalecimiento de la 

divulgación de los procesos de contratación de las operado-
ras y sus contratistas; y (iv) es precisa la gestión de nuevos 
programas de fortalecimiento y fomento al crecimiento de 
la pequeña y mediana empresa dedicada a la prestación de 
bienes y servicios para el sector hidrocarburos, en la medida 
que no todas las empresas locales están preparadas para 
enfrentar adecuadamente procesos de selección contractual 
que impliquen intensa rivalidad empresarial con agentes eco-
nómicos que cuenten con mayor trayectoria, reconocimiento, 
economías de escala y desempeño empresarial, entre otros 
factores que les brindan un mayor nivel de competitividad en 
las regiones. 
 
Estas causas estructurales de conflictividad han sido objeto 
de atención inmediata por parte de la SIC de acuerdo con sus 
atribuciones legales, en aras de garantizar la libre competen-
cia de todos los agentes de mercado en la contratación de 
bienes y servicios en el sector hidrocarburos. Esto, en el mar-
co de su gestión y participación articulada con los diferentes 
actores que conforman la ETH, y a partir de su definición, se 
han podido establecer acciones de mejora para promover un 
adecuado relacionamiento entre la industria y los proveedo-
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res locales orientadas a reducir los índices 
de conflictividad en el territorio y a prevenir 
el surgimiento de nuevos conflictos asocia-

dos a la contratación de bienes y servicios.

En este contexto, en el primer 
semestre del 2018, la ETH realizó el ta-

ller interinstitucional: “Diseñando mecanis-
mos de intervención territorial para aten-
der la  conflictividad de la contratación de  
bienes y servicios en el sector de  
hidrocarburos”, que contó con la  

participación de diferentes instituciones 
y operadoras, contratistas y asociaciones 

representativas del sector de hidrocar-
buros, y que tuvo como objetivo construir 
mecanismos de intervención inclinados 
a la prevención y la transformación de la 
conflictividad que se genera alrededor de la 
  contratación de bienes y servicios, a 
partir del análisis de la problemática que 
se registra en las regiones en las que se 
ejecutan contratos de exploración y pro-
ducción. 

Para tal fin, a partir de una metodología que 
contempló el trabajo en cuatro mesas, en 
las que los asistentes abordaron las causas 
estructurales de la conflictividad, sumado al 
trabajo que ha venido realizando la SIC en 
territorio, permitió     consolidar    una     serie    de    prácticas             
empresariales, recogidas en este documento, cuya         
 implementación tiene como propósito contribuir a                                                                                           
fortalecer los procesos de contratación en los 
diferentes territorios y disminuir las causas de la 
conflictividad.

Por tanto, el objeto de este documento es aportar 
herramientas que incentiven a las empresas 
dedicadas a la exploración y explotación de
 hidrocarburos, así como a sus contratistas que 
en forma voluntaria decidan acoger estas reco-
mendaciones aplicables a los diferentes pro-
cesos de contratación de bienes y servicios, a 
implementar mejores estándares empresariales 
para el desarrollo de sus actividades. No obs-
tante, este documento no modifica o reforma 
ninguna disposición legal o contractual, ni crea o 
extingue obligaciones que puedan recaer en ca-
beza de las diferentes empresas que decidan 
adoptarlo.
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En la primera parte, el lector encontrará algunas precisiones 
normativas, relativas al régimen de protección de la libre 
competencia en Colombia; mientras que en la segunda 
parte, encontrará una serie de recomendaciones aplicables
a la contratación de bienes y servicios en entornos  
competitivos y respetuosos del ordenamiento jurídico 
vigente, elaboradas a partir de lo observado por la SIC.
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Glosario
Acuerdo: todo contrato, convenio, concertación, práctica concertada o conscientemente parale-
la entre dos o más empresas. 

Acto: todo comportamiento de quienes ejerzan una actividad económica.

Agentes del mercado: proveedores, fabricantes y/o distribuidores.

Cadena de abastecimiento: secuencia a través de la cual se transfieren bienes y servicios a un 
agente del mercado. Para efectos de este texto, el destinatario de dicha transferencia es el agen-
te operador o contratista que requiere bienes y servicios.

Compañía: entiéndase como tal todo operador o contratista.

Conducta: todo acto o acuerdo.

Contratista: para efectos del presente texto, entiéndase toda persona jurídica que cuente con 
un contrato o convenio para proveer bienes o servicios a un operador, y que, a su vez, requiere 
contratar bienes o servicios para su funcionamiento o para el cumplimiento de sus obligaciones.

Mercado: escenario en el cual confluyen las fuerzas de la oferta y la demanda de un bien o ser-
vicio, con el fin establecer una relación de intercambio entre compradores y vendedores, a un 
determinado precio. 

  Artículo 45 del Decreto 2153 de 1992.
  Artículo 45 del Decreto 2153 de 1992.
  Artículo 45 del Decreto 2153 de 1992.
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Operador: toda persona jurídica que cuente con un contrato o convenio para realizar actividades de exploración o ex-
plotación de hidrocarburos y que requiere abastecerse de bienes o servicios.

Producto: todo bien o servicio. 

Proveedor: toda compañía o persona que suministre bienes o servicios. 
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I. Libre competencia en el 
   sector de hidrocarburos
Libre competencia económica y su aplicación en la contratación de bienes y servicios de la 
industria de hidrocarburos.

De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional “(...) existe competencia en un 
mercado cuando un conjunto de empresarios, en un marco normativo de igualdad de  

condiciones, ponen sus esfuerzos, factores empresariales y de producción, en la conquista de 
un mercado determinado, bajo el supuesto de la ausencia de barreras de entrada o de otras 
prácticas restrictivas que dificulten el ejercicio de una actividad económica lícita. En ese orden de 
ideas, el núcleo esencial del derecho a la libre competencia económica, consiste en la posibilidad 
de acceso al mercado por parte de los oferentes sin barreras injustificadas” . 

La libre competencia económica está prevista en el artículo 333 de la Constitución Política como 
un derecho colectivo constitucional y que se erige como la columna vertebral de nuestro sistema 
de economía social de mercado. A través de las actuaciones de la SIC se pretende proteger y
fortalecer este derecho colectivo constitucional y, en particular, alcanzar los siguientes propósitos: 
la libre participación de las empresas en el mercado, el bienestar de los consumidores y la efi-
ciencia económica. Con base en esos propósitos, la protección de la competencia ha adquirido un
creciente protagonismo en el contexto nacional y se ha convertido en un elemento esencial para 
el correcto desenvolvimiento de los diferentes actores económicos en el mercado. 

  Corte Constitucional. Sentencia C-228/10.
  Numeral 1 del artículo 2 del Decreto 2153 de 1992 modificado por el artículo 3 de la Ley 1340 de 2009.
  Módulo I. Introducción a la Protección de la Competencia, curso virtual sobre Protección de la Competencia. Superintendencia de Industria y Comercio.
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Por otra parte, es importante señalar que la contratación 
de bienes y servicios para el sector de hidrocarburos no 
cuenta con un régimen legal especial que genere una 
aplicación    diferenciada     o     excepcional  respecto     al    régimen 
de protección de la libre competencia económica en 
Colombia. En este sentido, todas las relaciones comer-
ciales y las operaciones de mercado que se lleven a cabo 
durante la contratación de bienes y servicios en el sector de 
hidrocarburos se rigen por las normas generales aplicables 
a cualquier otra industria. 

Esta precisión es especialmente importante porque, si bien 
en diferentes oportunidades se ha expresado que Colombia 
no cuenta con una economía exclusivamente dependiente 
del sector de hidrocarburos, a lo largo de las últimas dé-
cadas dicho sector se ha caracterizado por demostrar una 
importante capacidad de atracción de capitales y vocación 
exportadora, lo cual hace que la balanza externa del país 
permanezca atenta al comportamiento de esta actividad 
que genera grandes contribuciones a las cuentas fisca-
les, situación que, sin embargo, no hace que los procesos 
de contratación de bienes y servicios que requieren los 
operadores se marginen de la aplicación de las normas 
sobre protección de la libre competencia económica. 

Sin duda alguna, el sector de hidrocarburos, cuyo ritmo de 
expansión experimentó una moderación importante en el 
2014, continúa siendo estratégico para el país. De hecho, 

dado el gran potencial hidrocarburífero del territorio colom-
biano, el Gobierno Nacional identificó, en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2014 – 2018, la necesidad de incorpo-
rar nuevas reservas que permitan ampliar el horizonte de 
autosuficiencia energética en materia de hidrocarburos, 
y de continuar promoviendo la exploración y producción 
costa afuera, la exploración y producción de yacimientos 
no convencionales y la implementación de tecnologías de 
recobro de hidrocarburos en yacimientos existentes, todo 
esto, en armonía con el desarrollo social y el medio ambien-
te, y sobre la base de mejorar los controles realizados a las 
actividades de exploración y producción, promoviendo la 
adopción de buenas prácticas por parte de los operadores .

Por lo anterior, es importante destacar que la notable 
importancia del sector de hidrocarburos para el país, no 
hace que la contratación de los bienes y servicios que se 
requieren para su funcionamiento se constituya en un
sector oponible al régimen de protección de la libre 
competencia económica, el cual encuentra sustento en 
disposiciones constitucionales que lo conciben como un 
derecho colectivo  que radica en cabeza de todos los ciuda-
danos y que supone responsabilidades. 

 Evaluación de la contribución económica del sector de hidrocarburos colombiano frente a 
diversos escenarios de producción. Unidad de Planeación Minero Energética. Subdirección de 
hidrocarburos, 2015. Disponible en: goo.gl/HnZXFG
 Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018. Todos Por un Nuevo País. Disponible en goo.gl/
BV1ZMB
  Artículo 88 de la Constitución Política de Colombia.
  Artículo 333 de la Constitución Política de Colombia.
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Preguntas frecuentes

¿Cuáles son los beneficios más destacados de la libre competencia en los mercados?

 
* Tomado del módulo I. Introducción a la Protección de la Competencia, curso virtual sobre Protección de la Competencia. Superintendencia de 
Industria y Comercio.

1 2

3 4

5 6

Permite obtener una asignación eficiente de los
 recursos disponibles en el mercado y evitar pérdidas o 
subutilización de los mismos.

Fomenta el desarrollo económico, ya que dinamiza los 
mercados e incrementa los ingresos.

Permite encontrar una mayor variedad de productos 
que satisfagan las necesidades de los consumidores.

Incentiva el mejoramiento de la calidad de los bienes 
y servicios ofrecidos en el mercado.

Contribuye a la innovación, ya que incentiva la 
investigación y el desarrollo de nuevos produc-
tos y  tecnologías que mejoren continuamente la 
experiencia de los consumidores.

Aumenta la competitividad de las empresas naciona-
les para ingresar, crecer o mantenerse presentes en 
mercados globalizados.

7

Incrementa el bienestar social.
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¿A quiénes les son aplicables las normas sobre protección de la libre competencia?

¿Cuáles son las normas que constituyen el régimen general  de libre competencia económica en Colombia?

El régimen de libre competencia se encuentra contenido principalmente en la Constitución Política de Colombia, la Ley 155 
de 1959, el Decreto 2153 de 1992, la Ley 1340 de 2009 y el Decreto 4886 de 2011. Estas normas prohíben todas las 
prácticas realizadas por parte de cualquier agente de mercado que podrían limitar la libre competencia, los procedimientos 
aplicables a las investigaciones que se adelanten por incurrir en alguna de estas prácticas, así como también las sanciones 
correspondientes.  

El Artículo 46 del Decreto 2153 de 1992, adicionado por el Artículo 2 de la Ley 1340 de 2009, establece que “lo dispuesto 
en las normas sobre protección de la competencia se aplicará respecto de todo aquel que desarrolle una actividad econó-
mica o afecte o pueda afectar ese desarrollo, independientemente de su forma o naturaleza jurídica y en relación con las 
conductas que tengan o puedan tener efectos total o parcialmente en los mercados nacionales, cualquiera sea la actividad 
o sector económico”. Así, las normas sobre protección de la libre competencia se aplican a cualquier persona natural o
 jurídica, de derecho público o privado, con o sin ánimo de lucro, que desarrolle una actividad económica o pueda afectar el 
desarrollo del mercado.

El ordenamiento jurídico colombiano establece un listado no exhaustivo de prácticas susceptibles de distorsionar la
 competencia, dentro del que se encuentran, sin limitarse a ellas, las siguientes:

Los acuerdos entre dos o más agentes del mercado que prevengan, restrinjan o distorsionen la competencia. 

Ciertos actos unilaterales realizados por agentes del mercado.

Las conductas abusivas cometidas por agentes económicos que ostenten una posición dominante en el mercado.

12

13

14

 Artículo 47 del Decreto 2153 de 1992.
  Artículo 48 del Decreto 2153 de 1992.
  Artículo 50 del Decreto 2153 de 1992.
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De acuerdo con lo establecido en el Artículo 1 de la Ley 155 de 1959, en Colombia “quedan 
prohibidos los acuerdos o convenios que directa o indirectamente tengan por objeto limitar la 
producción, abastecimiento, distribución o consumo de materias primas, productos, mercancías 
o servicios nacionales o extranjeros y, en general, toda clase de prácticas, procedimientos o sis-
temas tendientes a limitar la libre competencia y a mantener o determinar precios inequitativos”.

La SIC, en diferentes oportunidades, ha sostenido que la prohibición general incorporada en el 
Artículo 1° de la Ley 155 de 1959, contiene al menos tres conductas independientes :

La prohibición de celebrar acuerdos o convenios que, directa o indirectamente, tengan por 
objeto limitar la producción, abastecimiento, distribución o consumo de materias primas, 
productos, mercancías o servicios nacionales o extranjeros.

La prohibición de realizar toda clase de prácticas, procedimientos o sistemas que tiendan a limitar 
la libre competencia.

La prohibición de incurrir en prácticas, procedimientos o sistemas que tiendan a mantener o
 determinar precios inequitativos. 

La anterior es también la interpretación acogida por la Corte Constitucional, que                  
mediante la Sentencia C-032 de 2017 sostuvo, entre otras cosas, que se trata de una norma 
que debe “ser leída, interpretada y aplicada en relación con el subsistema normativo al que 
pertenece”, esto es, el régimen general de competencia, en los términos del Artículo 4 de la Ley 
1340 de 2009. 
Ver entre otras, las Resoluciones 83037 del 29 de diciembre de 2014 y 19890 del 24 de abril de  2017 de la 
Superintendencia de Industria y Comercio.

15

15

¿Qué es la prohibición general?
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La fijación directa o indirecta de precios.
Determinar condiciones de venta o 

comercialización discriminatoria para 
con terceros.

Repartir mercados entre productores 
o entre distribuidores.

Asignar cuotas de producción 
o de suministro.

La asignación, repartición o limitación de 
fuentes de  abastecimiento de insumos

productivos.
La limitación a los desarrollos técnicos.

Subordinar el suministro de un producto a la 
aceptación de obligaciones adicionales que por 

su naturaleza no constituían el objeto del negocio, 
sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones.

La abstención de producir un bien o servicio o 
afectar sus niveles de producción.

La colusión en licitaciones o concursos. Impedir a terceros el acceso a los mercados o 
a los canales de comercialización.

¿Qué acuerdos son ilegales a la luz de las normas de protección de la competencia?

De acuerdo con el Artículo 47 del Decreto 2153 de 1992, se consideran contrarios a la libre competencia, entre otros; los 
siguientes acuerdos que tengan por objeto  o tengan como efecto:
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Para tener en cuenta 

La SIC sanciona los acuerdos anticompetitivos bien sea por objeto o por efecto; esto quiere decir 
que, no es necesario que el acuerdo se haya ejecutado o haya surtido efecto en determinado 
mercado para ser objeto de reproche por parte de la autoridad de competencia, basta con la 
simple intención.

¿Qué actos se consideran contrarios a la libre competencia?

De acuerdo con el Artículo 48 del Decreto 2153 de 1992, se consideran contrarios a la libre 
competencia los siguientes actos: 

Infringir las 
normas sobre 

publicidad 
contenidas en el 

Estatuto de 
Protección al 
Consumidor.

Influenciar a una 
empresa para 

que incremente 
los precios de 

sus productos o 
servicios o para 

que desista de su 
intención de 
rebajar los 

precios. 

Negarse a vender 
o prestar servicios 

a una empresa 
o discriminar en 

contra de la misma 
cuando ello pueda 
entenderse como 

una retaliación 
a su política de 

precios.

1 2 3
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¿Qué sanciones se pueden imponer por violaciones a la libre competencia?

Los gremios económicos y las asociaciones frente a las normas de competencia

Las asociaciones de empresas o gremios y las asociaciones de profesionales están obligadas a desarrollar sus actividades 
dentro del marco del régimen de protección de la competencia, que prohíbe, entre otros, los acuerdos y actos contrarios a 
la libre competencia. Por lo tanto, una vez integrada la asociación por un número plural de sujetos, la misma adquiere los 
mismos deberes que cualquier otro particular en relación al régimen legal de protección de la competencia. 

Lo anterior implica que a las asociaciones de empresas o gremios y a las asociaciones de profesionales les está prohibido 
promover o ejecutar directamente acuerdos contrarios a la libre competencia, o servir de plataforma para que los mismos se 
pacten o ejecuten. De igual forma, les está prohibido influenciar a sus empresas afiliadas para que pacten o ejecuten dichos 
acuerdos, todo de conformidad con lo señalado en el numeral 2 del Artículo 48 del Decreto 2153 de 1992.16

De acuerdo con lo establecido en el numeral 15 del Artículo 4 del Decreto 2153 de 1992, modificado por el Artículo 25 de la 
Ley 1340 de 2009, la SIC cuenta con la facultad de imponer multas a los agentes de mercado, por violación de cualquiera 
de las disposiciones sobre protección de la competencia, incluidas la omisión en acatar en debida forma las solicitudes de 
información, órdenes e instrucciones que imparta, además de la obstrucción de las investigaciones, entre otras; hasta por 
la suma de 100.000 salarios mínimos mensuales vigentes o, si resulta ser mayor, hasta por el 150% de la utilidad derivada 
de la conducta por parte del infractor.

  Cartilla sobre la aplicación de las normas de competencia frente a las asociaciones de empresas y asociaciones o colegios de profesionales. 
Superintendencia de Industria y Comercio, disponible en http://www.sic.gov.co/recursos_user/documentos/CARTILLA_GREMIOS.pdf.
16
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Las sanciones para las personas que colaboren, faciliten, autoricen, ejecuten o toleren conduc-
tas violatorias de las normas sobre protección de la competencia, por su parte, pueden ascender 
hasta los 2.000 salarios mínimos mensuales vigentes al momento de la imposición de la san-
ción, de acuerdo con lo establecido en el numeral 16 del Artículo 4 del Decreto 2153 de 1992, 
modificado por el Artículo 26 de la Ley 1340 de 2009.

Las denuncias por prácticas restrictivas de la competencia deben ser puestas en conocimiento 
de la SIC a través de cualquiera de sus canales de comunicación. Vale la pena precisar que 
estas denuncias no deben cumplir con ningún tipo de formalidad para ser tenidas en cuenta por 
la autoridad, incluso pueden ser anónimas. Sin embargo, si el denunciante cuenta con pruebas 
que soporten los hechos puestos en conocimiento de la autoridad, está en el deber de aportarlas 
como sustento de denuncia.

Las SIC cuenta con varios canales de comunicación a través de los cuales pueden reali-
zar las denuncias por violaciones al régimen de libre competencia: (i) correo electrónico 
contactenos@sic.gov.co; (ii) línea de atención 5870000; (iii) página web: www.sic.gov.co y 
(iv) oficinas de la SIC ubicadas en la Carrera 13 No 27-00 en Bogotá.

      ¿Puede mantenerse en reserva la identidad del denunciante de una práctica restrictiva    
de la competencia?

Sí. La SIC podrá, por solicitud del denunciante, guardar en reserva la identidad de quienes 
denuncien prácticas restrictivas de la competencia cuando existan riesgos para el denunciante 
de sufrir represalias comerciales a causa de las denuncias realizadas.

¿Cómo se denuncian las violaciones a la libre competencia?

    Parágrafo 2 del Artículo 15 de la Ley 1340 de 2009, modificado por el artículo 159 del Decreto 19 de 2012.
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Programa de Beneficios por Colaboración

El ordenamiento jurídico colombiano cuenta con el programa de Beneficios por Colaboración, que fue introducido por la Ley 
1340 de 2009 y reglamentado por el Decreto 1523 de 2015, que permite a las personas naturales o jurídicas que hayan par-
ticipado en acuerdos anticompetitivos tener acceso a beneficios relacionados con la exoneración o reducción de las multas y 
sanciones que puede imponer la autoridad de competencia a cambio de denunciar la existencia del acuerdo u otra conducta 
restrictiva de la competencia, suministrando la información y las pruebas que demuestra su comisión.

Quien presente su solicitud en primer lugar, podrá obtener la exoneración total de la multa, mientras que los beneficios para 
los sucesivos solicitantes, se determinará teniendo en cuenta el orden su solicitud. Al segundo solicitante se le otorgará una 
reducción que ubica entre el treinta por ciento (30%) y el cincuenta por ciento (50%) de la multa a imponer, y al tercero, y 
demás solicitantes posteriores, se les otorgará una reducción de hasta el veinticinco por ciento (25%) de la multa a imponer .

Si usted tiene dudas o quiere colaborar con la SIC haciendo una denuncia de acuerdos anticompetitivos, escriba a 
delacion@sic.gov.co o si prefiere comuníquese a la línea de atención 5870015. La SIC garantiza absoluta confidencialidad.

   Guía del Programa de Beneficios por Colaboración. Superintendencia de Industria y Comercio, disponible en http://www.sic.gov.co/recur-
sos_user/documentos/publicaciones/Guia_Programa_Beneficios_Colaboracion_VF_Para_Publicar.pdf.
18   
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II. Buenas prácticas empresariales para 
la contratación de bienes y servicios del 
sector  de hidrocarburos

Este capítulo contiene una serie de recomendaciones de buenas prácticas empresariales, cuya 
implementación puede contribuir a fortalecer los procesos de contratación en los diferentes 

territorios en los que se realizan actividades de exploración y explotación de hidrocarburos, al 
tiempo que promuevan el desarrollo del sector empresarial y la sana y libre competencia en los 
mercados.

Para tal efecto, se han identificado cinco fases cronológicas a partir de las cuales es posible 
clasificar las actividades, y lograr así, una adecuada planeación y ejecución de los procesos de 
contratación de bienes y servicios necesarios para el desarrollo de los proyectos de operadores 
o contratistas.

A pesar de que estas fases puedan coincidir con las etapas generales en las que una compañía 
planea, socializa y da inicio a un nuevo proyecto de exploración o explotación de hidrocarburos, 
es importante resaltar que se recomienda dar aplicación de las buenas prácticas propuestas 
en el presente documento, siempre que se requiera la contratación de bienes y servicios en 
cualquier momento de la operación.

 Primera fase o fase previa a la contratación de bienes y servicios

La compañía, antes de iniciar su proyecto de exploración o explotación de hidrocarburos, o en 
cualquier momento posterior en el que advierta la necesidad de contratar bienes o servicios, 

debería estar en capacidad de realizar una serie de acciones previas que le permitan ejecutar 
procesos exitosos de relacionamiento comercial. 
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Por ello, esta primera fase está orientada a poner en marcha una estrategia de planeación para el abastecimiento de bienes 
y servicios, para lo cual la compañía debe:

Contar con políticas específicas para la contratación de bienes y servicios acordes con el ordenamiento legal vigente,                
incluidas las disposiciones relativas al régimen de protección de la libre competencia económica, y que sean coherentes con 
las condiciones de entorno en el que se desarrollan las actividades de la compañía, dentro de las cuales se incluya algún 
mecanismo que garantice la priorización de la contratación de bienes y servicios de proveedores locales. Es deseable que 
estas políticas sean divulgadas ampliamente y que se mantengan disponibles para los diferentes grupos de interés. 

Contar con un plan de socialización de proyectos con los diferentes grupos de interés 
del área de influencia, que incluya las políticas comerciales y contractuales de la 
compañía, así como sus proyectos relacionados con el fortalecimiento y desarrollo 
de proveedores locales.

Diseñar un manual de procedimientos para la contratación, que permita estable-
cer los mecanismos de contratación que va a utilizar la compañía y que se ajuste a 
las particularidades del negocio que corresponda. Este manual debe incluir las 
reglas pertinentes sobre publicidad de los procesos de contratación, presenta-
ción de ofertas por parte de los potenciales proveedores, estudio de las ofer-
tas por parte de la compañía, socialización de los resultados de los diferentes 
procesos de contratación, reglas y requisitos para la subcontratación y mitigación 
de los posibles riesgos de corrupción, conflictos de interés, soborno y extorsión
económica, entre otros aspectos que se consideren críticos por la compañía en 
materia contractual.
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Definir una ruta de atención para la recepción, atención y resolución de peticiones quejas y 
reclamos relacionados con la contratación de bienes y servicios, proporcionando diversos 
canales de comunicación especializados, pero de fácil acceso que permitan una fluida 
comunicación entre las partes.

En caso de que se trate del desarrollo de nuevos proyectos, realizar estudios previos para 
conocer en forma integral el entorno y el contexto del área de influencia en la cuál va a 
desarrollar sus actividades, incluyendo un diagnóstico de las problemáticas de carácter social, 
político, cultural, ambiental y económico vigentes. Para el caso de compañías previamente 
establecidas en el territorio, sería deseable que estos estudios se tuvieran en cuenta al 
momento de identificar las necesidades futuras en materia de bienes y servicios y de planear los 
procesos de selección contractual, a efectos de que estos últimos sean acordes con el contexto 
social y las particularidades de las diferentes áreas de influencia.

Realizar estudios que permitan identificar y mantener actualizados los datos sobre la oferta 
de bienes y servicios locales disponibles y potenciales, a efectos de lograr una articulación 
estratégica de la oferta y la demanda en el corto, mediano y largo plazo. Estos estudios deben 
permitir a la compañía conocer cuáles son los agentes de mercado que desde el punto de vista 
de la oferta están en condiciones reales de proveer sus bienes o servicios, así como aquellos 
que puedan ser incluidos en eventuales programas de desarrollo y fortalecimiento empresarial, 
preparándolos para satisfacer la demanda futura de la compañía, o incluso para satisfacer la 
demanda de bienes o servicios de sectores diferentes al sector hidrocarburos. 
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Estructurar un plan de contratación que permita identificar y diferenciar los bienes y servicios que se requieren contratar en 
el corto, mediano y largo plazo, así como los requisitos precisos deseados por la compañía y las condiciones de contratación 
tales como precios y políticas de pago a proveedores, entre otros.  

Antes de iniciar procesos formales de contratación, estudiar la posibilidad de diseñar procesos flexibles, que estén 
orientados a lograr la contratación de bienes y servicios que puedan proveer empresarios locales. En ese sentido, es 
deseable que las compañías evalúen en qué casos es necesaria la celebración de contratos marco, y en qué casos puede 
acudirse directamente a los bienes y servicios ofertados por proveedores locales.

Segunda fase o fase de socialización de bienes y servicios requeridos

La fase de socialización, si bien en sentido amplio, podría ser entendida como el momento en el cual la compañía informa 
a los diferentes grupos de interés todas las características del proyecto a realizar, incluyendo sus alcances, tratándose de 

la contratación de bienes y servicios, esta fase se trata de una etapa diferente y específica que tiene lugar 
antes de dar inicio a los procesos formales de la contratación. Es decir, pese a que la socialización general 
de proyectos, por tratarse de un escenario de interrelación entre la compañía y los diferentes grupos de 
interés, puede incluir aspectos relacionados con los bienes y servicios requeridos ab initio, todo operador 
o contratista debe realizar una socialización concreta sobre cada uno de sus procesos de contratación, 
enfocada a comunicar a los posibles proveedores todos los detalles que se ciernen sobre las siguien-
tes etapas.  

Así las cosas, la fase de socialización es fundamental, no solo porque permite fijar el alcan-
ce de los procesos de contratación, sino también porque es una fase que, en definitiva, 
permite que la comunidad en general, y los empresarios en particular, tengan una idea 
ajustada a la realidad sobre cuáles son los bienes y servicios requeridos por la compañía y 
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así mismo, puedan evaluar sus posibilidades reales en torno a la celebración de nuevos contra-
tos, y reducir la creación de falsas expectativas desde el punto de vista empresarial. Para tales 
efectos, en esta fase la compañía debería:

Realizar convocatorias amplias a través de diferentes canales de comunicación, dirigidas 
a los grupos de interés, especialmente a los proveedores de bienes y servicios que se hayan 
identificado en la fase previa, a efectos de comunicar en forma asertiva los bienes y servicios 
que se van a requerir. Es importante que estas convocatorias sean incluyentes y que en ellas 
sean tenidos en cuenta incluso aquellos proveedores cuya capacidad empresarial todavía se 
encuentre en una fase embrionaria o de crecimiento, asegurando así un mejor relacionamiento 
con los empresarios locales y un fortalecimiento del tejido empresarial.

Definir e incluir en las convocatorias una agenda temática que, en la medida de lo posible, no  
involucre aspectos  diferentes a la contratación de bienes y servicios, a efectos  de atender de 
forma  concreta estos aspectos estratégicos para la compañía, evitando así que otros temas que 
puedan ser objeto de discusiones o generar conflictividad, permeen o afecten negativamente el 
desarrollo de la etapa de socialización e incluso de los procesos de contratación.

La compañía debería escoger, para el desarrollo de estas reuniones de socialización, lugares 
en los que las partes interesadas se sientan cómodas, que sean de fácil acceso y que estén 
adecuados con las herramientas tecnológicas que se estimen pertinentes para apoyar el 
desarrollo temático previsto.
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Al momento de realizar las convocatorias, asegurarse de que estas sean realizadas con suficiente anticipación, teniendo en 
cuenta aspectos tales como las condiciones de desplazamiento de los invitados y su disponibilidad de tiempo.

A las reuniones, por la compañía debería asistir un equipo multidisciplinario que pueda atender cabalmente las inquietudes 
formuladas por los diferentes grupos de interés. El equipo debería contar con la capacidad y las competencias necesarias 
para relacionarse adecuadamente en territorio, así como para resolver las inquietudes formuladas por los asistentes.

La información a compartir por parte de la compañía debería ser transmitida en forma clara y 
objetiva, así como incluir aspectos relacionados con los posibles impactos que se puedan generar y las eventuales 
oportunidades para los empresarios locales.

La compañía debería socializar las características precisas de los bienes y servicios 
requeridos en el proceso de contratación que corresponda, incluyendo temas como las modalidades de 
selección contractual, los requisitos establecidos, el tipo de bien o servicio requerido, el tipo de contrato o convenio a 
celebrar, su valor, las cantidades, los plazos de entrega, las formas de pago, las fechas para las presentaciones de ofertas, 
los criterios para la evaluación de oferentes y la selección de proveedores, y fechas probables para la celebración de los 
contratos, entre otros que se consideren oportunos.

Tercera fase o fase de inicio de la contratación de bienes y servicios

Es la fase en la que la compañía da aplicación a las políticas de contratación definidas previamente y garantiza la transpa-
rencia en la celebración de los diferentes contratos, consolidando así relaciones de confianza con los diferentes grupos 

de interés. En esta fase la compañía debería:



28

Realizar una evaluación objetiva de las propuestas conforme con sus políticas internas referidas 
en la fase inicial para la contratación de bienes y servicios. Dicha evaluación debería otorgar 
unos resultados claros que den muestra de las posibles falencias de las empresas que no fueron 
favorecidas en el proceso de contratación adelantado por la compañía, y así, ellas puedan 
trabajar en acciones de mejora que les permitan participar en futuras oportunidades, 
garantizando la transparencia en los procesos de selección de proveedores.

Al momento de elegir a los proveedores, la compañía debería tener en cuenta las normas sobre 
protección de la competencia y, sobre su base, garantizar la libre participación de todas las 
empresas interesadas en los correspondientes procesos, con el ánimo de contribuir al 
adecuado funcionamiento de los mercados. Es importante resaltar que una eventual priorización 
de la contratación de bienes y servicios con empresas locales no implica per se una exclusividad 
a su favor, ni mucho menos una exclusión de otros competidores o agentes del mercado que aún 
cuando no sean considerados locales, puedan estar legítimamente interesados en proveer sus 
bienes o servicios en cualquier lugar del territorio nacional. 

Invitar a los empresarios que presenten deficiencias cualitativas o cuantitativas que les im-
pidan ser proveedores de bienes y servicios, a participar en programas para el desarrollo de 
proveedores, en aras de fortalecerlos para que participen en futuros procesos de la industria o de 
cualquier otro mercado.

Cuarta fase o fase de seguimiento a la contratación de bienes y servicios

Una vez agotadas las fases relacionadas previamente, la compañía debería crear una relación co-
mercial   con diferentes  proveedores  de  bienes  y  servicios, que idealmente  deberá  mantenerse          



sobre la base de los principios de confianza y transparencia. En esta fase la compañía debe estar en condiciones de realizar 
evaluaciones de desempeño de sus contratistas con el propósito de asegurarse de que estos tengan un correcto desempeño 
de sus obligaciones contractuales y de relacionamiento con los diferentes grupos de interés. La compañía debería:

Establecer mecanismos de evaluación de desempeño de los contratistas, que contengan aspectos relacionados 
con el cumplimiento del ordenamiento jurídico vigente, incluidas las normas sobre protección de la competencia, 
cumplimiento de las especificaciones técnicas de los contratos, cumplimiento de los plazos acordados, cumplimiento de 
las obligaciones laborales, cumplimiento de los estándares de seguridad salud y medioambiente, cumplimiento de los 
aspectos sobre responsabilidad social empresarial y códigos de ética, entre otros aspectos que se consideren relevantes por 
la compañía.

Consolidar información estadística de manera periódica, en la que se establezcan indicadores relacionados con los 
procesos de contratación asignados a proveedores locales, con el propósito de visibilizar de manera transparente frente a 
los distintos grupos de interés, el relacionamiento estratégico construido por la compañía y sus aliados comerciales con los 
empresarios locales.

Dar aplicación a las cláusulas contractuales que impliquen vigilancia o seguimiento al desempeño de los contratistas y 
subcontratistas en relación con el ordenamiento jurídico vigente y con los requerimientos contractuales propios de la 
operación. En caso de que la compañía advierta que uno de sus proveedores ha infringido normas relacionadas con el 
régimen de protección de la libre competencia económica, los hechos puntuales deberían ser puestos en conocimiento 
de la SIC. Igualmente deberá ponerse en conocimiento de la autoridad competente que corresponda, cuando se adviertan 
posibles hechos de corrupción, soborno, extorsión económica, lavado de activos, financiación del terrorismo y demás 
riesgos identificados en cualquier momento contractual.

29
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Quinta fase o fase de retroalimentación y fortalecimiento

La fase de retroalimentación y fortalecimiento, a pesar de que se encuentra en la última po-
sición, es una fase totalmente independiente a la fase de seguimiento de la contratación de 

bienes y servicios, por lo que su aplicación podría tener lugar justo después de la adjudicación 
de cada contrato realizado por la compañía para la adquisición de bienes y servicios.

Adicionalmente, esta fase juega un papel preponderante y, si se quiere, protagónico en la medida 
en que se convierte en una oportunidad única para afianzar las relaciones de confianza de la 
compañía con sus grupos de interés, minimizando los riesgos relativos al surgimiento de nuevos 
conflictos que puedan tener origen en eventuales inconformidades de los proveedores locales 
atribuibles a presuntas falencias en los procesos de contratación. En esta fase la compañía 
debería:

Hacer una retroalimentación con los empresarios que no resulten favorecidos en los diferentes 
procesos de contratación de bienes y servicios, en la que se les informen las razones concretas 
por las cuales no fueron escogidos. Esta retroalimentación debe ser socializada con cada uno 
de los oferentes a través de los mismos canales de comunicación empleados para adelantar 
los procesos de contratación. Se considera que brindar esta información, en forma razonable, a 
los oferentes no favorecidos puede incentivarlos a mejorar sus propuestas en futuros procesos 
de selección contractual, así como a disipar las dudas sobre posibles procesos de contratación 
dirigidos o hechos a la medida de determinados empresarios y, en últimas, pueden contribuir a 
fortalecer la competencia.

Adelantar programas para el desarrollo de proveedores locales con el fin de que los pequeños 
empresarios, cuando se requieran bienes y servicios por parte de la compañía, puedan parti-
cipar en los procesos respectivos cumpliendo como mínimo, los requisitos generalmente exigi-
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dos por el sector de hidrocarburos. Para tales propósitos la 
compañía podría gestionar alianzas estratégicas con 
universidades, cámaras de comercio o centros de forma-
ción empresarial a través de los cuales se dote a estos 
agentes del mercado con conocimientos técnicos y admi-
nistrativos que se consideren relevantes. 

Apoyar emprendimientos que puedan girar alrededor de 
las necesidades de la industria y de la compañía, así como 
aquellos que no se encuentren directamente relacio-
nados con el sector de hidrocarburos, con el objetivo 
de contribuir con el desarrollo económico local  y de 
construir un entorno en el que haya una menor depen-
dencia de la industria.

Fomentar la creación de espacios empresariales como
ruedas de negocios, ferias empresariales, u 
otros similares, orientados a incentivar el re-
lacionamiento de los diferentes proveedores 
de bienes y servicios con sus contratistas y 
subcontratistas para que a través de estos espa-
cios los proveedores puedan ofrecer de manera 
directa su portafolio de bienes y servicios. 

Empoderar al proveedor local favorece el 
desarrollo económico de los operadores y una 
industria competitiva.
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